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4. Felicitaciones
La puntuación máxima, en el conjunto de este apartado no podrá

exceder de 2 puntos.
— Tener la Medalla al Mérito de la Policía Local concedida por

la Comunidad de Madrid: 0,50 puntos.
— Concedidas por el alcalde, Pleno del Ayuntamiento y/o Junta

de Gobierno Local: 0,20 por cada una de ellas.
Rivas-Vaciamadrid, a 13 de febrero de 2009.—El concejal-delegado

(PD 431/2009, de 5 de febrero), Marcos Sanz Salas.
(02/2.066/09)

RIVAS-VACIAMADRID

OTROS ANUNCIOS

El Ayuntamiento Pleno, en sesión ordinaria celebrada el día 29 de
enero de 2009, adoptó el acuerdo de alterar la calificación jurídica
del subsuelo correspondiente a las vías públicas avenida Gabriel
García Márquez, avenida Abogados de Atocha, avenida Dolores
Ibarruri y calle Cuenca, quedando dicho subsuelo calificado como
bien patrimonial.

Lo que se somete a información pública por plazo de un mes a
efectos de alegaciones o reclamaciones.

Rivas-Vaciamadrid, a 4 de febrero de 2009.—El alcalde-presi-
dente, José Masa Díaz.

(03/5.052/09)

ROBLEDILLO DE LA JARA

RÉGIMEN ECONÓMICO

Al no haberse presentado alegaciones durante el plazo de exposi-
ción al público, queda automáticamente elevado a definitivo el
acuerdo plenario provisional del Ayuntamiento de Robledillo de la
Jara adoptado el 28 de octubre de 2008, sobre aprobación de la or-
denanza fiscal reguladora del impuesto sobre el incremento del va-
lor de los terrenos de naturaleza urbana, cuyo texto íntegro se hace
público, en cumplimiento del artículo 17.4 del Real Decreto 2/2004,
de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Re-
guladora de las Haciendas Locales.

ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL IMPUESTO
SOBRE EL INCREMENTO DEL VALOR

DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA

Artículo 1. Fundamento legal.—Esta Entidad Local, en uso de
las facultades contenidas en los artículos 133.2 y 142 de la Consti-
tución española; de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 105
y 106 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de
Régimen Local, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15,
en concordancia con el artículo 59.2 del Real Decreto Legislati-
vo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, establece el impuesto
sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana que
se regirá por la presente ordenanza fiscal, cuyas normas atienden a lo
previsto en los artículos 104 y siguientes del citado Real Decreto Le-
gislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

La ordenanza fiscal será de aplicación en todo el término municipal.
Art. 2. Naturaleza jurídica.—El impuesto sobre el incremento

del valor de los terrenos de naturaleza urbana es un tributo directo,
que no tiene carácter periódico.

Art. 3. Hecho imponible.—Constituye el hecho imponible del
impuesto el incremento de valor que experimenten los terrenos de
naturaleza urbana y que se ponga de manifiesto a consecuencia de la
transmisión de la propiedad de los terrenos por cualquier título o de
la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, li-
mitativo de dominio, sobre los referidos terrenos.

El título podrá consistir en:
a) Negocio jurídico mortis causa, tanto sucesión testada como

abintestato.
b) Negocio jurídico intervivos, tanto oneroso como gratuito.
c) Enajenación en subasta pública.
d) Expropiación forzosa.

Tendrán la consideración de terrenos de naturaleza urbana el sue-
lo urbano, el urbanizable o asimilado por contar con las facultades
urbanísticas inherentes al suelo urbanizable en la legislación urba-
nística aplicable, los terrenos que dispongan de vías pavimentadas o
encintado de aceras y cuenten, además, con alcantarillado, suminis-
tro de agua, suministro de energía eléctrica y alumbrado público, y
los ocupados por construcciones de naturaleza urbana.

Art. 4. Supuestos de no sujeción.—No está sujeto a este impues-
to el incremento de valor que experimenten los terrenos que tengan
la consideración de rústicos a efectos del impuesto sobre bienes in-
muebles.

No se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de apor-
taciones de bienes y derechos realizadas por los cónyuges a favor de
la sociedad conyugal, adjudicaciones que a su favor y en pago de
ellas se verifiquen y transmisiones que se hagan a los cónyuges en
pago de sus haberes comunes.

Tampoco se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de
transmisiones de bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de sus
hijos, como consecuencia del cumplimiento de sentencias en los ca-
sos de nulidad, separación o divorcio matrimonial, sea cual sea el ré-
gimen económico matrimonial.

Art. 5. Exenciones.—Están exentos de este impuesto los incre-
mentos de valor que se manifiesten como consecuencia de:

a) La constitución y transmisión de cualesquiera derechos de
servidumbre.

b) Las transmisiones de bienes que se encuentren dentro del pe-
rímetro delimitado como conjunto histórico-artístico o hayan
sido declarados individualmente de interés cultural, según lo
establecido en la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio
Histórico Español, cuando sus propietarios o titulares de de-
rechos reales acrediten que han realizado a su cargo obras de
conservación, mejora o rehabilitación en dichos inmuebles.
En estos supuestos la solicitud de exención deberá acompa-
ñarse de la documentación que acredite la realización de las
obras de conservación, mejora o rehabilitación. Asimismo
deberá presentar licencia de obra, documentos que acrediten
el pago de la tasa por la licencia tramitada, certificado de fi-
nalización de obra. Asimismo se presentarán los documentos
que acrediten que el bien se encuentra dentro del perímetro
delimitado como conjunto histórico-artístico.

Asimismo, están exentos de este impuesto los incrementos de va-
lor correspondientes cuando la obligación de satisfacer dicho im-
puesto recaiga sobre las siguientes personas o entidades:

a) El Estado, Comunidades Autónomas y demás Entidades Lo-
cales integradas o en las que se integre dicho municipio, así
como sus respectivos Organismos Autónomos del Estado y
las entidades de derecho público de análogo carácter de las
Comunidades Autónomas y dichas Entidades Locales.

b) El municipio de Robledillo de la Jara y demás entidades loca-
les integradas o en las que se integre dicho municipio, así
como sus respectivas entidades de derecho público de análo-
go carácter a los Organismos Autónomos del Estado.

c) Las instituciones que tengan la calificación de benéficas o be-
néfico-docentes.

d) Las entidades gestoras de la Seguridad Social y las Mutuali-
dades de Previsión Social reguladas por la Ley 30/1995, de 8
de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros
Privados.

e) Los titulares de concesiones administrativas revertibles res-
pecto de los terrenos afectos a las mismas.

f) La Cruz Roja española.
g) Las personas o entidades a cuyo favor se haya reconocido la

exención en tratados o convenios internacionales.

Art. 6. Sujetos pasivos.—Tendrán la consideración de sujeto pa-
sivo del impuesto a título de contribuyente:

— En las transmisiones de terrenos o en la constitución o trans-
misión de derechos reales de goce limitativos de dominio a tí-
tulo lucrativo, la persona física o jurídica o la entidad a que
se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, General Tribu-
taria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o
transmita el derecho real de que se trate.
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— En las transmisiones de terrenos o en la constitución o trans-
misión de derechos reales de goce limitativos del dominio a
título oneroso, la persona física o jurídica o la entidad a que
se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, General Tribu-
taria, que transmita el terreno o que constituya o transmita el
derecho real de que se trate.

En los supuestos a que se refiere la letra b) del apartado anterior,
tendrá la consideración de sujeto pasivo sustituto del contribuyente
la persona física o jurídica o la entidad a que se refiere el artícu-
lo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria,
que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el
derecho real de que se trate, cuando el contribuyente sea una perso-
na física no residente en España.

Art. 7. Base imponible.—La base imponible del impuesto esta-
rá constituida por el incremento real del valor de los terrenos de na-
turaleza urbana puesto de manifiesto en el momento del devengo y
experimentado a lo largo de un período máximo de veinte años.

A efectos de la determinación de la base imponible, habrá de te-
nerse en cuenta el valor del terreno en el momento del devengo, apli-
cándose sobre el valor del terreno en el momento del devengo el por-
centaje que corresponda en función del número de años en los que
se hubiese generado el incremento.

Para determinar el importe exacto del valor del terreno en el mo-
mento del devengo se deben distinguir las siguientes reglas:

— En las transmisiones de terrenos, el valor de los mismos en el
momento del devengo será el que tengan determinado en di-
cho momento a efectos del impuesto sobre bienes inmuebles.
No obstante, cuando dicho valor sea consecuencia de una po-
nencia de valores que no refleje modificaciones de planea-
miento aprobadas con posterioridad a la aprobación de la ci-
tada ponencia, se podrá liquidar provisionalmente este
impuesto con arreglo al mismo. En estos casos, en la liquida-
ción definitiva se aplicará el valor de los terrenos una vez se
haya obtenido conforme a los procedimientos de valoración
colectiva que se instruyan referido a la fecha del devengo.
Cuando esta fecha no coincida con la de efectividad de los
nuevos valores catastrales, estos se corregirán aplicando los
coeficientes de actualización que correspondan, establecidos
al efecto en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

— Cuando el terreno, aun siendo de naturaleza urbana o integra-
do en un bien inmueble de características especiales, en el
momento del devengo del impuesto no tenga determinado
valor catastral en dicho momento, el Ayuntamiento podrá
practicar la liquidación cuando el referido valor catastral sea
determinado, refiriendo dicho valor al momento del devengo.

— En la constitución y transmisión de derechos reales de goce
limitativos de dominio los porcentajes anuales contenidos en
este artículo se aplicarán sobre la parte del valor definido en
la letra anterior que represente, respecto del mismo, el valor
de los referidos derechos calculado mediante la aplicación de
las normas fijadas a efectos del impuesto sobre transmisiones
patrimoniales y actos jurídicos documentados.

En particular serán de aplicación las siguientes normas:
a) En el caso de constituirse un derecho de usufructo temporal

su valor equivaldrá a un 2 por 100 del valor catastral del te-
rreno por cada año de duración del mismo, sin que pueda ex-
ceder del 70 por 100 de dicho valor catastral.

b) Si el usufructo fuese vitalicio, su valor, en el caso de que el
usufructuario tuviese menos de veinte años, será equivalente
al 70 por 100 del valor catastral del terreno, minorándose esta
cantidad en un 1 por 100 por cada año que exceda de dicha
edad, hasta el límite mínimo del 10 por 100 del valor catas-
tral del terreno usufructuado.

c) Si el usufructo se establece a favor de una persona jurídica
por un plazo indefinido o superior a treinta años, se conside-
rará como una transmisión de la propiedad plena del terreno
sujeta a condición resolutoria y su valor equivaldrá al 100
por 100 del valor del terreno usufructuado.

d) Cuando se transmita un derecho de usufructo ya existente, los
porcentajes expresados en las letras a), b) y c) anteriores se
aplicarán sobre el valor catastral del terreno al tiempo de di-
cha transmisión.

e) Cuando se transmita el derecho de nuda propiedad, su valor
será igual a la diferencia entre el valor catastral del terreno y

el valor del usufructo, calculado este último según las reglas
anteriores.

f) El valor de los derechos reales de uso y habitación será el que
resulte de aplicar al 75 por 100 del valor catastral de los terre-
nos sobre los que se constituyan tales derechos, las reglas co-
rrespondientes a la valoración de los usufructos temporales o
vitalicios, según los casos.

g) En la constitución o transmisión de cualesquiera otros dere-
chos reales de goce limitativos de dominio distintos de los enu-
merados en las letras anteriores, se considerará como valor del
mismo a los efectos de este impuesto el capital, precio o valor
pactado al constituirlos, si fuese igual o mayor que el resulta-
do de la capitalización, al interés básico del “Banco de Espa-
ña” de su renta o pensión anual o este si aquel fuere menor.

En la constitución o transmisión del derecho a elevar una o más
plantas sobre un edificio o terreno o del derecho a realizar la cons-
trucción bajo suelo sin implicar la existencia de un derecho real de
superficie, el porcentaje correspondiente se aplicará sobre la parte
del valor catastral que represente respecto del mismo el módulo de
proporcionalidad fijado en la escritura de transmisión o, en su defec-
to, el que resulte de establecer la proporción entre la superficie o vo-
lumen de las plantas a construir en vuelo o en subsuelo y la total su-
perficie o volumen edificados una vez construidas aquellas.

En los supuestos de expropiación forzosa, el porcentaje corres-
pondiente se aplicará sobre la parte de justiprecio que corresponda
al valor del terreno, salvo que el que tenga fijado en dicho momen-
to a efectos del impuesto sobre bienes inmuebles fuese inferior, en
cuyo caso prevalecerá este último sobre el justiprecio.

Sobre el valor del terreno en el momento del devengo derivado de
lo dispuesto en los apartados anteriores se aplicarán los siguientes
porcentajes:

— Para los incrementos de valor generados en un período de
tiempo comprendidos entre uno y cinco años: 3,1 por 100.

— Para los incrementos de valor generados en un período de
tiempo de hasta diez años: 2,8 por 100.

— Para los incrementos de valor generados en un período de
tiempo de hasta veinte años: 2,7 por 100.

Art. 8. Cuota tributaria.—La cuota tributaria será el resultado
de aplicar a la base imponible el tipo del 18 por 100.

Art. 9. Devengo del impuesto.—El impuesto se devenga:
a) Cuando se transmita la propiedad del terreno, ya sea a título

oneroso o gratuito, intervivos o mortis causa, en la fecha de
la transmisión.

b) Cuando se constituya o transmita cualquier derecho real de
goce limitativo de dominio, en la fecha en que tenga lugar la
constitución o transmisión.

A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior se considera-
rá como fecha de transmisión:

a) En los actos o contratos intervivos, la del otorgamiento del
documento público.

b) Cuando se trate de documentos privados, la de su incorpora-
ción o inscripción en un Registro Público o la de su entrega a
un funcionario público por razón de su oficio.

c) En las transmisiones por causa de muerte, la del fallecimiento
del causante.

d) En las subastas judiciales, administrativas o notariales se to-
mará la fecha del auto o providencia aprobando su remate.

e) En las expropiaciones forzosas, la fecha del acta de ocupa-
ción y pago.

f) En el caso de adjudicación de solares que se efectúen por en-
tidades urbanísticas a favor de titulares de derechos o unida-
des de aprovechamiento distintos de los propietarios origina-
riamente aportantes de los terrenos, la protocolización del
acta de reparcelación.

Art. 10. Devoluciones.—Cuando se declare o reconozca judicial
o administrativamente por resolución firme haber tenido lugar la nu-
lidad, rescisión o resolución del acto o contrato determinante de la
transmisión del terreno o de la constitución o transmisión de los de-
rechos reales de goce sobre el mismo, el sujeto pasivo tendrá derecho
a la devolución del impuesto satisfecho, siempre que dicho acto o
contrato no le hubiere producido efectos lucrativos y que reclame la
devolución en el plazo de cinco años desde que la resolución quedó
firme, entendiéndose que existe efecto lucrativo cuando no se justifi-
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que que los interesados deban efectuar las recíprocas devoluciones a
que se refiere el artículo 1.295 del Código Civil. Aunque el acto o
contrato no haya producido efectos lucrativos, si la rescisión o reso-
lución se declarase por incumplimiento de las obligaciones del suje-
to pasivo del impuesto, no habrá lugar a devolución alguna.

Si el contrato queda sin efecto por mutuo acuerdo de las partes
contratantes, no procederá la devolución del impuesto satisfecho y
se considerará como un acto nuevo sujeto a tributación. Como tal
mutuo acuerdo se estimará la avenencia en acto de conciliación y el
simple allanamiento a la demanda.

En los actos o contratos en que medie alguna condición, su califi-
cación se hará con arreglo a las prescripciones contenidas en el Có-
digo Civil. Si fuese suspensiva, no le liquidará el impuesto hasta que
esta se cumpla. Si la condición fuese resolutoria, se exigirá el im-
puesto desde luego, a reserva, cuando la condición se cumpla, de ha-
cer la oportuna devolución según la regla del apartado anterior.

Art. 11. Gestión.—El impuesto será objeto de declaración auto-
liquidada con carácter general por el sujeto pasivo.

En el caso de que el terreno, aun siendo de naturaleza urbana en el
momento del devengo del impuesto, no tenga fijado valor catastral en
dicho momento, el Ayuntamiento podrá practicar la liquidación
cuando el referido valor catastral sea fijado. Dichas liquidaciones del
impuesto se notificarán íntegramente a los sujetos pasivos con indi-
cación del plazo de ingreso y expresión de los recursos procedentes.

El presentador del documento tendrá por el solo hecho de la pre-
sentación el carácter de mandatario de los obligados al pago del im-
puesto y todas las notificaciones que le hagan en relación con el do-
cumento o la declaración que haya presentado, así como las
diligencias que suscriba, tendrá el mismo valor y producirán iguales
efectos que si se hubieran entendido con los propios interesados.

El mandato atribuido al presentador del documento podrá renun-
ciarse por este o revocarse por los interesados mediante escrito pre-
sentado en el Registro General, con el efecto de que a partir de la
presentación del escrito las actuaciones posteriores deberán enten-
derse directamente con los sujetos pasivos.

Los sujetos pasivos deberán entregar ante la Administración Mu-
nicipal declaración autoliquidada, a la cual se acompañará copia au-
téntica del documento notarial, judicial o administrativo en que
conste el acto que origine la transmisión.

El plazo de presentación de las declaraciones autoliquidadas, jun-
to con la documentación, será en los siguientes plazos, a contar des-
de la fecha en que se produzca el devengo del impuesto:

— Cuando se trate de actos intervivos el plazo será de treinta
días hábiles.

— Cuando se trate de actos por causa de muerte, el plazo será de seis
meses prorrogables hasta un año a solicitud del sujeto pasivo.

El sujeto pasivo, dentro del plazo establecido, practicará la auto-
liquidación, ingresando su importe en el lugar que indicare la Admi-
nistración Municipal.

Ingresado el importe de las autoliquidaciones, los sujetos pasivos
deberán presentar en la oficina municipal el original y copia simple
del documento donde conste o se relacione el acto o contrato que
origine el tributo, con un ejemplar de la autoliquidación practicada.

La oficina devolverá al presentador el documento original con
nota acreditativa de la entrega del mismo.

En los supuestos en los que de la autoliquidación no resulte cuo-
ta tributaria a ingresar, su presentación, junto con los documentos,
se realizará en la oficina municipal correspondiente, que sellará la
autoliquidación.

Ingresada la autoliquidación practicada por el sujeto pasivo o pre-
sentada la declaración-liquidación sin autoliquidación de la que resul-
te cuota tributaria a ingresar, procederá la práctica de liquidación com-
plementaria cuando la comprobación arroje aumento de valor para la
base imponible o se estime improcedente la exención o no sujeción in-
vocada, o cuando se compruebe la existencia de errores materiales que
hubiesen dado lugar a una minoración en la cuota ingresada.

Si presentadas las declaraciones y documentos resultasen todos
los datos y antecedentes necesarios para la calificación de los hechos
imponibles, siempre que no tenga que practicarse comprobación de
valores, se procederá a la calificación del acto o contrato declarado
para elevar a definitiva la autoliquidación practicada o girar la liqui-
dación o liquidaciones complementarias que procedan.

Cuando para efectos de practicar las liquidaciones complementa-
rias sea necesaria la aportación de nuevos datos o antecedentes por

los interesados, se les concederá un plazo de quince días para que
puedan acompañarlos. Cuando lo hicieren y si no fuera necesaria la
comprobación de valores, se procederá como se indica en el párrafo
anterior. Si no se aportasen y sin perjuicio de las sanciones que pro-
cedan, se podrán practicar liquidaciones complementarias provisio-
nales en base a los datos ya aportados y que posea la Administración.

Cuando disponiendo de todos los datos y antecedentes necesarios
se tuviera que practicar comprobación de valores, sobre los obteni-
dos se practicarán las liquidaciones definitivas que procedan, que
serán debidamente notificadas al presentador o al sujeto pasivo.

Cualquiera que sea la naturaleza de la transmisión, las liquidacio-
nes que se giren sin haber practicado la comprobación definitiva del
hecho imponible y de su valoración tendrán carácter provisional.

Practicadas las liquidaciones complementarias que procedan, se
notificarán al sujeto pasivo o al presentador del documento o decla-
ración con el carácter y motivación del lugar, plazos y forma de
efectuar el ingreso, así como de los recursos que puedan ser inter-
puestos, con indicación de los plazos y órganos antes los que habrán
de interponerse.

Están igualmente obligados a comunicar al Ayuntamiento la rea-
lización del hecho imponible en los mismos plazos que los sujetos
pasivos:

a) En los supuestos contemplados en la letra a) del artículo 7 de
la presente ordenanza, siempre que se hayan producido por
negocio jurídico entre vivos, el donante o la persona que
constituya o transmita el derecho real de que se trate.

b) Asimismo, los notarios estarán obligados a remitir al Ayun-
tamiento, dentro de la primera quincena de cada trimestre, re-
lación o índice comprensivo de todos los documentos por
ellos autorizados en el trimestre anterior, en los que conten-
gan hechos, actos o negocios jurídicos que pongan de mani-
fiesto la realización del hecho imponible de este impuesto,
con excepción de los actos de última voluntad. También es-
tarán obligados a remitir dentro del mismo plazo relación de
los documentos privados comprensivos de los mismos he-
chos, actos o negocios jurídicos que les hayan sido presenta-
dos para conocimiento o legitimación de firmas. Lo preveni-
do en este apartado se entiende sin perjuicio del deber general
de colaboración establecido en la Ley General Tributaria.

Art. 12. Comprobaciones.—La Administración Tributaria po-
drá por cualquiera de los medios previstos en el artículo 57 de la
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, comprobar el
valor de los elementos del hecho imponible.

Art. 13. Inspección y recaudación.—La inspección y recauda-
ción del impuesto se realizará de acuerdo con lo prevenido en la Ley
General Tributaria y en las demás disposiciones aprobadas en desa-
rrollo de la misma.

Art. 14. Infracciones y sanciones.—En los casos de incumpli-
miento de las obligaciones establecidas en la presente ordenanza, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 11 del Real Decreto Legislati-
vo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se aplicará el régimen
de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tributaria y
en las demás disposiciones que la complementen y desarrollen.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente ordenanza fiscal aprobada por el Pleno de este Ayun-
tamiento en sesión celebrada el 28 de octubre de 2008, entrará en vi-
gor en el momento de su publicación íntegra en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID y será de aplicación a partir del 1 de
enero de 2009, permaneciendo en vigor hasta su modificación o de-
rogación expresa.

Contra el presente acuerdo podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en el plazo de dos meses
contados a partir del día siguiente al de la publicación de este anun-
cio, de conformidad con lo establecido en el artículo 19 del Real De-
creto 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundi-
do de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

En Robledillo de la Jara, a 2 de febrero de 2009.—El alcalde, José
Manuel Fernández García.

(03/3.931/09)


